Radicado: 66170 60 00 036 2015 01269 01
Acusado: ORV
Delito: Administración desleal
Asunto: Confirma auto de primera instancia

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
CONEXIDAD PROCESAL / LEGITIMACIÓN Y OPORTUNIDAD PARA PEDIRLA / LA FISCALÍA EN LA AUDIENCIA DE ACUSACIÓN / LA DEFENSA Y LAS VÍCTIMAS HASTA LA AUDIENCIA PREPARATORIA / LA SOLICITUD DE LAS VÍCTIMAS DEBE SER EXPRESA Y SUSTENTADA.
Se debe tener en cuenta que esta facultad se hizo extensiva a las víctimas según lo consignado en la sentencia C-471 de 2016 de la Corte Constitucional, M.P. Alejandro Linares Cantillo, en la cual se declaró la exequibilidad del parágrafo citado, en el entendido que además de la defensa las víctimas también podrían solicitar la conexidad procesal en ese estadio de la actuación…
A su turno la SP de la CSJ en decisión AP3328-2017 radicado No. 50260, M.P. Eugenio Fernández Carlier, manifestó lo siguiente: 

“5.1 De conformidad con lo preceptuado en los artículos 50 y 51 del Código de Procedimiento Penal “Por cada delito se adelantará una sola actuación procesal (…) Los delitos conexos se investigarán y juzgarán conjuntamente” y podrá el Juez decretar la conexidad i) previa solicitud de alguna de las partes; ii) presentada oportunamente durante la audiencia de acusación (Fiscalía) o preparatoria (defensa); y iii) debida demostración de alguna de las 4 causales previstas con ese propósito.” (…)
Por su parte en la doctrina pertinente sobre el tema se ha expuesto:  

“Si la Fiscalía por alguna circunstancia no logró acumular o conexar las conductas desde un principio, lo podrá intentar en la audiencia de acusación, y si tampoco lo intenta en dicha audiencia entonces la defensa y/o la víctima la podrán solicitar en la audiencia preparatoria, para efectos de que se realice un solo juicio y se dicte una sola sentencia penal por los varios delitos endilgados cometidos en diferentes épocas donde existe homogeneidad en el modo de actuar, mismas partes, relación razonable de lugar y tiempo, y que la evidencia aportada a una de las investigaciones pueda influir en la otra, esto es, que exista comunidad de prueba”. (…)
… en el presente asunto la Sala considera que en efecto, como se advirtió por el A quo, el delegado de la FGN no estaba legitimado para elevar la solicitud de conexidad en la audiencia preparatoria toda vez que ya le había precluido la oportunidad para hacerlo que se limita a la audiencia de formulación de acusación según lo dispone el inciso primero del artículo 51 del C.P.P.  

Así mismo, para la Colegiatura es claro que en este caso existió una simple manifestación del representante de víctimas, quien frente a la petición de la FGN únicamente expuso: “su señoría respecto a las instrucciones que me dio el Dr. James Ariel Velásquez no hay ninguna observación por parte de la petición que se hizo inicialmente a la Fiscalía para solicitar la conexidad de los dos procesos” (H:00:05:08), lo cual demuestra que ese apoderado no formuló ninguna petición en ese sentido, ni argumentó nada al respecto…
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Proyecto aprobado mediante acta Nro. 432 del ocho (8) de mayo de dos mil diecinueve (2019) 
Pereira, diez (10) de mayo de dos mil diecinueve (2019)
Hora: 08:07 a.m. 
1. ASUNTO A DECIDIR

Se procede a resolver lo concerniente al recurso de apelación interpuesto por el representante de la víctima en contra de la determinación adoptada por el Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira en la audiencia preparatoria celebrada el 24 de julio de 2018, en la cual el delegado de la FGN solicitó declarar la conexidad de la presente investigación que corresponde al radicado No. 660016000036-2015-01269-00 0-00, con otras diligencias por hechos similares o que guardan relación con ese proceso, que corresponden al radicado 2017-05497. 
2. ANTECEDENTES

2.1 El día 24 de julio de 2018 se instaló la audiencia preparatoria en el proceso que se sigue al señor ORV por el delito de administración desleal, donde aparecen como víctimas el señor Yesid Romero y la Estación de Servicio La Gran Manzana Ltda., el cual tiene el radicado 2015-01269 -00.

2.2 De la confusa intervención del delegado de la FGN en ese acto, se extrae lo siguiente: i) manifestó que iba a solicitar la declaratoria de conexidad de la actuación que se tramita en el Juzgado 5o Penal del Circuito de esta ciudad por la conducta de “administración desleal”, contra ORV, con otra actuación que se seguía contra el mismo ciudadano bajo los trámites de la Ley 1826 de 2016 (procedimiento abreviado), relativos a hechos que se presentaron en los años 2013 a 2016 atribuidos al mismo procesado, a quien se le había corrido traslado de la acusación conforme a la citada ley, lo cual era conocido por su defensor; ii) la facultad para solicitar la declaratoria de conexidad había sido extendida a las víctimas, según lo dispuesto en la sentencia C- 2009 de 2007 de la Corte Constitucional; y iii) el caso que se tramitaba por el procedimiento abreviado debía seguir la misma suerte del que se adelantaba por la vía ordinaria, para lo cual invocó los numerales 2º y 4º del artículo 51 del C.P.P.

2.3 El representante de las víctimas coadyuvó la petición sin esbozar argumento alguno. 

2.4 El defensor se opuso a esa solicitud manifestando lo siguiente; i) el delegado de la FGN no estaba legitimado para formular la solicitud de conexidad ya que debió hacerlo en la audiencia de formulación de acusación; ii) pese a que el representante de la víctima estaba habilitado para hacer esa solicitud, lo real fue que no presentó ninguna argumentación en ese sentido, ya que se limitó a adherirse a los argumentos del delegado de la FGN; iii) la víctima había formulado posteriormente una denuncia por los hechos, con el único fin de incorporar en este proceso la totalidad de la auditoría que en pasado hizo la firma Deloy, prueba que había sido excluida parcialmente por el titular del despacho en audiencia celebrada el 14 de agosto de 2017; iv) en la audiencia de formulación de acusación del 14 de agosto de 2017, se dispuso que la acusación contra el señor ORV iría hasta su gestión en el año 2012. Esa decisión fue apelada por el apoderado de la víctima, pero luego desistió de ese recurso; v) la nueva denuncia y la solicitud de conexidad constituyen una “distracción” para tratar de ingresar la prueba negada y desistida en pasada oportunidad; vi) el informe de auditoría de la firma Deloy está siendo mal utilizado porque la Dra. Cornelia Palacio Jaramillo, apoderada de esa empresa, indicó en un oficio que ese documento, no podía ser utilizado en un proceso judicial, sin la autorización de la empresa Deloy, la cual no existe pues nunca se le descubrió esa prueba a la defensa; vii) esa auditoría no correspondía a estados financieros, ni era un dictamen pericial; viii) sobre el contexto de la citada auditoría se debía tener en cuenta que el 10 de abril de 2018, el Juzgado 1º Penal del Circuito había revocado una decisión del Juzgado 2º Penal Municipal con función de garantías, que en su momento había decretado una medida provisional donde se relevó al acusado del cargo de administrador de la estación “La Gran Manzana”; ix) el señor Yezid Romero, socio del acusado en esa empresa interpuso una acción de tutela contra esa decisión judicial, por considerarla una vía de hecho la cual no prosperó y en esa acción la firma Deloy respondió que el señor Romero no estaba autorizado para usar esa auditoría; x) la nueva denuncia se refiere a un concurso heterogéneo de hechos punibles de administración desleal, cohecho y falsedad en documento privado que por su naturaleza eran indivisibles, pues había unidad de acción y de delito, por lo que considera que desde el punto de vista de la ley, no era posible fraccionar esa denuncia, desligando el delito de administración desleal a los demás, por lo cual no se debió haber decretado la ruptura de la unidad procesal; xi) en la nueva denuncia existen delitos a los que se les aplica el procedimiento abreviado como el de administración desleal y otros que se regulan por el trámite ordinario, como la falsedad en documento privado y el cohecho; xii) según el inciso 2º del artículo 534 del CPP, en casos de concurso de las conductas ya referidas- la actuación se debe regir por el procedimiento ordinario; xiii) con respecto a la documentación del radicado 2017-05497 que contiene la denuncia con anexos, es “sospechosa” la celeridad con la que la Fiscalía está actuando, pues la denuncia le correspondió al mismo fiscal, y casualmente conoce de ella el juzgado quinto penal del circuito; xiv) el 13 de julio de 2017 se le corrió traslado del escrito de acusación con base en la denuncia de Yezid Romero contra su representado por hechos que se presentaron en los años 2013 a 2016, durante la administración de su defendido, indicando que se había contratado la auditoría de Deloy, donde informaron que se encontraron irregularidades, inconsistencias, omisión de registro de activos, subestimación de ingresos, omisión de información de estados financieros, que afectaban las utilidades y los estados financieros y que igualmente se evidenciaron pagos a Jhon Jairo Londoño, quien era un contratista del área metropolitana encargada de hacer controles a la estación de servicio como consecuencia de un convenio interadministrativo celebrado con la Superintendencia de Comercio, para lo cual dio lectura a apartes de la denuncia correspondiente en lo que atañe a esas tres conductas punibles; xv) sin embargo la FGN luego de realizar el trabajo de campo y el programa metodológico, solo formuló imputación por la conducta de administración desleal y pese a que su delegado tenía conocimiento de la existencia de esos delitos, optó por fraccionar y acusar al señor ORV solamente por el delito de “administración desleal”, con el único fin de evitarse la imputación y aprovechar la vigencia de la ley 1826 para hacer en un solo acto la imputación y la acusación, para lo cual propició que en esta audiencia el apoderado de las víctimas solicitara la declaratoria de la conexidad, que realmente no pidió, ya que solamente se adhirió al pedimento del fiscal quien debió haber presentado esa solicitud en la audiencia de formulación de acusación; xvi) con base en la nueva denuncia, el informe de la empresa Deloy y los principios de unidad de acción y de delito, no era posible fraccionar la conducta de administración desleal de las demás, pues de la evidencia de la nueva denuncia se deduce que existió una conexidad de unidad, tiempo y modalidad de actuación, pues la prueba nutre los actos de unas y otras acciones, que es lo que se denomina unidad procesal; xvii) el fiscal no podía decretar la ruptura de la unidad procesal, en atención a lo dispuesto en el artículo 53 del CPP fuera de los delitos que se denunciaron con posterioridad, se originaron en hechos sobrevinientes, pese a lo cual ese funcionario, que los conocía primigeniamente decidió no investigarlos, por lo cual no resultaba procedente la solicitud de declaratoria de conexidad.

3. SOBRE LA DECISIÓN OBJETO DEL RECURSO.

3.1 El juez de primer grado no accedió a la solicitud de conexidad que presentó el delegado de la FGN, que fue coadyuvada por el representante de víctimas, con base en la siguiente argumentación sustancial: 

· De conformidad con lo que dispone el artículo 51 del C.P.P., y en lo que atañe a la FGN, esa petición debió ser presentada en la audiencia de formulación de acusación y no en la audiencia preparatoria.

· Si bien es cierto que según el parágrafo de esa norma está previsto que la defensa puede hacer esa solicitud y que por desarrollo jurisprudencial se extendió la facultad a las víctimas para solicitar la declaratoria de conexidad en la audiencia preparatoria, en este caso le asiste razón al defensor del procesado, ya que el abogado de las víctimas ni presentó ni sustentó esa pretensión, pese a que tenía la carga procesal de argumentar las causales y la necesidad de que se decretara la conexidad de las actuaciones, frente a lo cual solo dijo que se adhería al pedimento del fiscal en ese sentido.
3.2 En consecuencia no decretó la conexidad solicitada .Esa determinación fue apelada por el fiscal y apoderado de las víctimas. El juez de conocimiento solamente habilitó al representante de la víctima para que interviniera como recurrente. 
4. SOBRE EL RECURSO PROPUESTO.

4.1 REPRESENTANTE DE LA VÍCTIMA (recurrente) 

· Indicó que en el artículo 51 del CPP está previsto que las víctimas pueden solicitar la declaratoria de conexidad en la audiencia preparatoria, que en este caso específico se fundamentaba en los numerales 2º y 4º de esa disposición en razón de las conductas atribuidas al procesado y existir homogeneidad en los delitos que fueron imputados al señor ORV. 

· Se adhirió a los argumentos del delegado de la FGN que representa a las víctimas en lo relativo a la solicitud de conexidad. 

· Por lo anterior solicita que se revoque la decisión censurada. 
4.2 DELEGADO FGN (No recurrente) 

· Inicialmente pidió que esta Sala se pronunciara sobre si estaba facultado para apelar la decisión recurrida, ya que solamente se le permitió intervenir como no recurrente, para lo cual citó el inciso 2º del artículo 176 de CPP, ya que en su criterio si estaba habilitado para recurrir esa decisión porque la FGN tiene interés en impugnar la decisión.

· De conformidad con lo previsto en el artículo 51 C.P.P., está permitido tanto al defensor del procesado y por vía constitucional la víctima, solicitar la conexidad en la audiencia preparatoria, lo que implica que la víctima acuda para el efecto ante la FGN o el juez de conocimiento. 

· Como el representante principal de la víctima ya había radicado un oficio pidiendo que se aplazara esta audiencia con miras a solicitar la conexidad, eso le permitía a la FGN elevar la misma solicitud, ya que no podía ser ajena a los intereses del vocero de las víctimas, a las cuales les debía prestar su concurso por mandato constitucional y legal, puesto que las facultades de ambas partes iban de la mano y la víctima debe tramitar sus pretensiones a través del ente acusador, y en este caso le imprimió celeridad a la actuación para proteger los intereses de los afectados, atendiendo requerimientos del Director Seccional de Fiscalías.
· Solicitó la declaratoria de conexidad en apoyo de las víctimas porque la FGN cuenta con los elementos materiales probatorios para ello, la ley lo permite y procesalmente es conveniente que se adelanten ambos procesos de manera conexa.

· La restricción en el sentido de que solamente la defensa y al víctima pueden argumentar por vía de apelación en la audiencia preparatoria, constituye una “formalidad”, al igual que la exigencia de sustentación de la pretensión por parte del apoderado de la víctima, que avaló el pedido de la FGN con base el artículo 51 del CPP.

· El caso inicial, radicado bajo el número 1269 36 2015 01269 se relaciona con la conducta punible de administración desleal ocurridos en el año 2012, y como hubo necesidad de escindir la actuación penal para no violar el principio de congruencia, se tuvo que iniciar el otro proceso (radicado 36 2007 054 97) con base en una denuncia que presentó el apoderado de la víctima.
· En el núcleo de esa nueva denuncia aparece el mismo sujeto pasible de la acción penal y un modus operandi similar, que tienen como epicentro los hechos concernientes a la estación “La Gran Manzana”, lo que obliga a aplicar los principios de celeridad y de eficacia, para tramitar ambos procesos bajo la misma cuerda, por lo cual el nuevo caso (05497) se debía rituar por la Ley 1826 de 2016 ya que el delito de administración desleal se encuentra incluido en esa normatividad y se corrió traslado de la acusación por ese acto punible contra el señor ORV.

· En el escrito de acusación del nuevo proceso con base en petición de la víctima, se ordenó compulsar copias para que se investigara al señor ORV por los delitos de cohecho por dar u ofrecer y falsedad en documento privado, ya que existía un proceso en su contra que estaba más avanzado, con el fin de “alcanzar” ese proceso, pero esas conductas podían ser investigadas por otro Fiscal de acuerdo a la organización interna del ente acusador.
· En consecuencia solicita que en segunda instancia se acceda a la aplicación del 51 del CPP, y se decrete la conexidad procesal pedida, atendiendo lo pedido por el apoderado de la víctima.
4.3. DEFENSOR (No recurrente) 

· En principio solicitó que se declarara desierto el recurso de apelación toda vez que consideró que en este caso el apoderado de la víctima no controvirtió la decisión del A quo, sino que se procedió a argumentar sobre la petición de conexidad, para revivir un término que ya le había precluido.
· La decisión del juez de primer grado es congruente y respeta el principio de legalidad, ya que el delegado de la FGN no estaba legitimado para solicitar la declaratoria de conexidad en la audiencia preparatoria.

· No puede fundamentarse la posición del vocero de la FGN en el hecho de que está representado al apoderado de la víctima con el argumento de que su apoderado principal no estaba presente en la audiencia preparatoria, lo que no habilitaba al delegado del ente acusador para hacer esa solicitud, que debió hacer en la audiencia de formulación de acusación.
· El procedimiento oral tiene carácter sustancial y no formal de conformidad con lo que dispone el artículo 9 del CPP y por ello las peticiones se deben sustentar oralmente, fuera de que el fiscal no podía escindir la denuncia que pretendía ingresar en esta audiencia, aduciendo la existencia de otros delitos.

· Pide que se confirme la decisión recurrida.
5. CONSIDERACIONES DE LA SALA

5.1. Esta Colegiatura es competente para conocer del recurso propuesto, en atención a lo dispuesto por el artículo 34-1 de la ley 906 de 2004.

5.2. Problema jurídico a resolver 

Con base en el principio de limitación de la doble instancia, y en atención a la decisión impugnada por la defensa, el problema jurídico a resolver se contrae a determinar el grado de acierto de la determinación del A quo de no acceder a la declaratoria de conexidad solicitada por el delegado de la FGN en la audiencia preparatoria, por no estar legitimado para elevar tal pretensión y considerar que el representante de la víctima no sustentó en su oportunidad lo solicitado. 
5.3 El juez de primer grado sustentó su determinación en lo esencial en el hecho de que el artículo 51 del CPP prevé que en la audiencia preparatoria solo la defensa y la víctima pueden solicitar que se decrete la conexidad, y que en consecuencia el delegado de la FGN no estaba facultado para elevar esa pretensión en esta instancia. 
Por su parte el representante de víctimas interpuso el recurso de apelación y manifestó que si bien no hizo pronunciamiento frente a la solicitud y argumentación de la FGN, sí se adhirió a su pretensión, por lo cual considera que cumplió con la carga argumentativa que le correspondía. Aunado a ello procedió a sustentar la solicitud para que se decrete la conexidad. 

En el mismo sentido el delegado de la FGN manifestó que el representante de víctimas había solicitado el aplazamiento de la diligencia en ocasión anterior con el fin de sustentar la petición de decretar la conexidad, y que en consecuencia formuló esa petición en su representación. 
5.4 SOLUCIÓN AL CASO CONCRETO

5.4.1 En esas condiciones, lo que le queda claro a la Sala es que desde el momento en que se instaló la audiencia preparatoria el delegado de la FGN anunció que en ocasión anterior el representante de la víctima iba a solicitar que se decretara la conexidad de la presente investigación con otra actuación que se sigue en el mismo despacho, por lo cual consideró pertinente sustentar esa solicitud y en consecuencia manifestó que se cumplían los requisitos de los numerales 2º y 4º del artículo 51 del C.P.P., en el entendido que se imputó a la misma persona la comisión de más de un delito con una acción u omisión realizadas con unidad de tiempo y lugar, existía homogeneidad en el modo de actuar del autor, una relación razonable del lugar y tiempo, y la evidencia aportada a una de las investigaciones puede influir en la otra. 

5.4.2 Para resolver el problema jurídico propuesto, se debe tener en cuenta que de conformidad con la advertencia que hizo el defensor en la audiencia preparatoria, el artículo 51 del C.P.P., en su inciso primero limita a la audiencia de formulación de acusación como la etapa procesal en la cual el fiscal puede solicitar la declaratoria de conexidad siempre que se cumpla alguno de los requisitos que allí se citan. Por demás, el parágrafo de la misma norma permite que la defensa eleve la misma solicitud en la audiencia preparatoria. 

5.4.3 Se debe tener en cuenta que esta facultad se hizo extensiva a las víctimas según lo consignado en la sentencia C-471 de 2016 de la Corte Constitucional, M.P. Alejandro Linares Cantillo, en la cual se declaró la exequibilidad del parágrafo citado, en el entendido que además de la defensa las víctimas también podrían solicitar la conexidad procesal en ese estadio de la actuación, sobre lo cual se dijo lo siguiente:
“25. En la aprobación del artículo 51 de la Ley 906 de 2004 se configuró una omisión legislativa relativa que viola la Constitución.

25.1. Resulta cierto, que los apartes demandados del artículo 51 de la Ley 906 de 2004 no han previsto la posibilidad de que la víctima solicite al juez decretar la conexidad procesal (examen de certeza de la omisión).

25.2. La exclusión que se desprende del artículo 51 no puede apoyarse en ninguna de las razones que la jurisprudencia ha establecido como limites admisibles de la participación de la víctima en el proceso penal debido a que (a) no se opone a una prohibición constitucional expresa, (b) no desconoce competencias, facultades o derechos exclusivos de los otros sujetos que intervienen en el proceso o (c) no es incompatible con la estructura constitucional del proceso penal (examen de justificación de la omisión).

(…)

25.4. La relación instrumental pero estrecha entre la solicitud de conexidad procesal y los derechos a la verdad y a la reparación, conduce a concluir que al adoptar la regulación acusada, el legislador incumplió el deber constitucional de asegurar la participación efectiva de las víctimas en el proceso penal. Este deber implica que, a menos que existan intereses constitucionales de particular importancia, el legislador tiene la obligación de permitir a la víctima intervenir en los diversos momentos procesales. En el juicio realizado por la Corte no se identificó razón alguna, que pueda demostrar que el derecho de las víctimas elevar una petición de conexidad procesal resulte incompatible con la Carta. De hecho existen argumentos constitucionales y precedentes de esta Corte que demuestran precisamente lo contrario.

26. Considerando (i) que los dos momentos en los que procede la solicitud de conexidad procesal ante el juez son la formulación de la acusación y la audiencia preparatoria y (ii) que la formulación de acusación es una competencia exclusiva del Fiscal, al paso que en la audiencia preparatoria se ha previsto la participación de diferentes sujetos -incluyendo a las víctimas según lo ha decidido la Corte en el pasado-, la forma de corregir el déficit regulatorio detectado consiste, de una parte, en declarar la constitucionalidad simple del inciso primero del artículo 51 y, de otra, en declarar la constitucionalidad del parágrafo de dicha disposición en el entendido que además de la defensa, las victimas podrán solicitar en la audiencia preparatoria que se decrete la conexidad procesal.” (Subrayas fuera del texto original).
5.4.4 A su turno la SP de la CSJ en decisión AP3328-2017 radicado No. 50260, M.P. Eugenio Fernández Carlier, manifestó lo siguiente: 
“5.1 De conformidad con lo preceptuado en los artículos 50 y 51 del Código de Procedimiento Penal “Por cada delito se adelantará una sola actuación procesal (…) Los delitos conexos se investigarán y juzgarán conjuntamente” y podrá el Juez decretar la conexidad i) previa solicitud de alguna de las partes; ii) presentada oportunamente durante la audiencia de acusación (Fiscalía) o preparatoria (defensa); y iii) debida demostración de alguna de las 4 causales previstas con ese propósito.” (Subrayas fuera del texto original).
5.4.5 Por su parte en la doctrina pertinente sobre el tema se ha expuesto:
 
“Si la Fiscalía por alguna circunstancia no logró acumular o conexar las conductas desde un principio, lo podrá intentar en la audiencia de acusación, y si tampoco lo intenta en dicha audiencia entonces la defensa y/o la víctima la podrán solicitar en la audiencia preparatoria, para efectos de que se realice un solo juicio y se dicte una sola sentencia penal por los varios delitos endilgados cometidos en diferentes épocas donde existe homogeneidad en el modo de actuar, mismas partes, relación razonable de lugar y tiempo, y que la evidencia aportada a una de las investigaciones pueda influir en la otra, esto es, que exista comunidad de prueba”.

Y añade:

(…) De todas maneras, cuando no obstante presentarse los supuestos legales para la conexidad y los sujetos procesales guardan silencio sobre el particular, la no acumulación de todas las investigaciones seguidas contra un mismo procesado no comporta la afectación de sus garantías y derechos, por los siguientes motivos: 

Primero, porque el fundamento de la conexidad procesal es de carácter práctico y no sustancial, en tanto se orienta a agilizar la administración de justicia y a racionalizar el esfuerzo investigativo.

Segundo, porque el trámite separado de diversas investigaciones seguidas contra una misma persona obedece a múltiples circunstancias, tales como: fechas de denuncias, fechas de los hechos, lugares de comisión del hecho, competencia, etc.

Tercero, porque el trámite autónomo de un proceso por cada hecho punible no comporta afectación de garantías procesales, dado que en cada actuación se siguen los parámetros propios del debido proceso y se formula la imputación específica, frente a la cual el procesado puede ejercer el derecho de defensa.

Cuarto, porque la ruptura de la unidad procesal no genera nulidad a menos que se afecten garantías fundamentales.

Quinto, porque en caso de condena hay lugar a la acumulación jurídica de penas (Art. 460 CPP). El efecto principal del trámite conjunto de delitos conexos consiste en que si se llega a un fallo de condena, la pena se establece conforme a las reglas del concurso, misma metodología utilizada, por mandato legal, cuando los delitos conexos se fallan separadamente.”
5.5 De suerte que en el presente asunto la Sala considera que en efecto, como se advirtió por el A quo, el delegado de la FGN no estaba legitimado para elevar la solicitud de conexidad en la audiencia preparatoria toda vez que ya le había precluido la oportunidad para hacerlo que se limita a la audiencia de formulación de acusación según lo dispone el inciso primero del artículo 51 del C.P.P.  
Así mismo, para la Colegiatura es claro que en este caso existió una simple manifestación del representante de víctimas, quien frente a la petición de la FGN únicamente expuso: “su señoría respecto a las instrucciones que me dio el Dr. James Ariel Velásquez no hay ninguna observación por parte de la petición que se hizo inicialmente a la Fiscalía para solicitar la conexidad de los dos procesos” (H:00:05:08), lo cual demuestra que ese apoderado no formuló ninguna petición en ese sentido, ni argumentó nada al respecto, lo que conllevó a que le precluyera esa oportunidad para solicitar en la audiencia preparatoria que se decretara la conexidad de las investigaciones referidas, con apoyo en la sentencia  C-471 de 2016 de la Corte Constitucional. 
6.6 Lo anterior significa que el apoderado de la víctima quien estaba facultado para hacer esa solicitud, en los términos del precedente antes mencionado de la Corte Constitucional, tenía la carga procesal de argumentar porque se debía decretar la conexidad de las actuaciones mencionadas, lo cual no hizo, pues lo que realmente ocurrió es que el delegado de la FGN a quien ya le había precluido la oportunidad para solicitar el trámite conjunto de los procesos, trató de revivir esa oportunidad procesal, aduciendo una comunidad de intereses con el apoderado de las víctimas, que en ningún caso lo habilitaba para formular esa solicitud, que además habría corrido mejor suerte si el representante del afectado hubiera cumplido con la carga procesal de sustentar su petición en vez de adherirse a los argumentos extemporáneos del delegado de la FGN, para lo cual se debe tener en cuenta que: i) según el acta de la audiencia de formulación de acusación del 22 de junio de 2017, en esa oportunidad el Fiscal manifestó que iba a acusar al señor ORV por el delito de “administración desleal” (artículo 250 B CP)
 y ii) al continuar esa audiencia el 13 de diciembre de 2017 solamente se hizo referencia a ese delito según el acta respectiva
, en razón del cual se convocó la audiencia preparatoria del 24 de julio de 2018
, en cuya acta solo se menciona la conducta descrita en el artículo 250B del CP.
En ese sentido y teniendo en cuenta que con la decisión del A quo no se están afectando derechos ni garantías fundamentales de ninguna de las partes, toda vez que las investigaciones se pueden continuar en procesos separados, la Sala acompañará la decisión del juez de primer grado. 
5.6 En consecuencia, se confirmará la decisión de primera instancia mediante la cual se denegó la solicitud de conexidad invocada por el delegado de la FGN. 
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala Penal del Tribunal Superior de Pereira,

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión adoptada en la audiencia preparatoria celebrada el 24 de julio de 2018, por el Juez  Quinto Penal del Circuito de Pereira, de negar la conexidad solicitada por el delegado de la FGN en el proceso que se sigue contra el ciudadano ORV, por el delito de administración desleal.
SEGUNDO: La presente decisión queda notificada en estrados y contra ella no procede ningún recurso.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
� Saray Botero, Nelson. Procedimiento Penal Acusatorio. Bogotá D.C. Leyer Editores. 2017, p.548-549. 
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